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Resumen  

Esta minuta reproduce informes oficiales de la Convención Constitucional, 

respecto de 3 de sus comisiones: Comisión de Sistema Político, Gobierno, 
Poder Legislativo y Sistema Electoral; la Comisión de Derechos 
Fundamentales y, la Comisión de Medio Ambiente, Derechos de la 
Naturaleza, Bienes Naturales Comunes y Modelo Económico, con una breve 
introducción explicativa. 
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Presentación 

 

El presente informe compila los artículos aprobados entre el 15 de abril y el 6 
de mayo de 2022 de tres de las Comisiones de la Convención Constitucional de 
Chile, como son la Comisión de Sistema Político, Gobierno, Poder Legislativo y 
Sistema Electoral; la Comisión de Derechos Fundamentales y, la Comisión de 
Medio Ambiente, Derechos de la Naturaleza, Bienes Naturales Comunes y Modelo 
Económico. 

Que un artículo de la Convención se dé por aprobado, significa que la redacción 

de dicho artículo ha sido votada favorablemente por un cuórum de dos tercios 
de los miembros de la Comisión respectiva, para luego pasar al pleno de la 
Convención Constitucional, donde debe ser aprobada también por un cuórum de 
dos tercios de los 154 convencionales. Una vez aprobada, pasa dicho artículo al 
borrador de la constitución, el que deberás ser armonizado por una Comisión 
Redactora. 

A la fecha del viernes 6 de mayo de 2022, se han publicado oficialmente en la 
página de la Convención Constitucional una serie de oficios con los artículos 
aprobados en los términos antes descritos. En el caso de la Comisión de Sistema 
Político, Gobierno, Poder Legislativo y Sistema Electoral han sido 5 oficios, tres 
de ellos ya reseñados1; en el caso de la Comisión de Derechos Fundamentales 
han sido aprobados 4 oficios, dos de ellos ya reseñados2; y la Comisión de Medio 
Ambiente, Derechos de la Naturaleza, Bienes Naturales Comunes han sido 4 
oficios, dos de ellos ya reseñados3. 

Otro elemento importante en tener en consideración, es que el número de 
integrantes de las comisiones es variable entre ellas, por lo que los cuórum de 
dos tercios de los miembros de las comisiones cambian de una a otra, no 
obstante, es el pleno de la Convención con sus 154 miembros activos el que debe 
finalmente aprobar los artículos. Así, la Comisión de Sistema Político, Gobierno, 
Poder Legislativo y Sistema Electoral tiene 25 miembros, la Comisión de 
Derechos Fundamentales tiene 33 miembros y, finalmente, la Comisión de Medio 
Ambiente, Derechos de la Naturaleza, Bienes Naturales Comunes tiene 19 
miembros. 

  

                                         
1 Para consultar los oficios N° 647, correspondiente a la sesión 74ª del 23 de 
marzo de 2022, y los otros dos Oficios N° 703 y N° 704 del 13 de abril de 2022, 
correspondientes a la sesión 82ª del 13 de abril de 2022, revisar la Minuta N°17-
22 elaborada por la Sección Estudios de la Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile. 
2 Para consultar los oficios N° 622, correspondiente a la sesión 68ª del 15 de 
marzo de 2022, y N° 669, correspondientes a la sesión 77ª del 31 de marzo de 
2022, revisar la Minuta N°17-22 elaborada por la Sección Estudios de la 
Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. 
3 Para consultar los oficios N° 563, correspondiente a la sesión 65ª del 4 de 
marzo de 2022, y el segundo Oficio N° 659, correspondientes a la sesión 75ª del 
25 de marzo de 2022, revisar la Minuta N°17-22 elaborada por la Sección 
Estudios de la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. 
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A. Comisión de Sistema Político, Gobierno, Poder Legislativo y 

Sistema Electoral 

Esta Comisión ha evacuado cinco oficios, dos de estos entre el 14 de abril y el 

6 de mayo: el primero es el Oficio N° 724, correspondiente a la sesión 88ª del 
22 de abril de 2022, y el segundo, el Oficio N° 755 correspondiente a la sesión 
97ª del 6 de mayo de 2022.  

 

Oficio N° 724, de la Sesión 88ª del 22 de abril de 2022 

El Oficio N° 724, cuenta de 18 artículos, que se dividen en: un artículo sobre 
integridad pública y anticorrupción (Artículo 1); un artículo sobre principio de 
probidad (Artículo 2); un artículo sobre el principio de transparencia (Artículo 3); 
un artículo sobre principio de rendición de cuentas (Artículo 4); un artículo sobre 
derecho de acceso a la información (Artículo 5); un artículo sobre el Consejo 
para la Transparencia (Artículo 6); cuatro artículos sobre la corrupción (Artículos 
7, 8, 9 y 10); un artículo sobre Jefatura Suprema de las Fuerzas Armadas y 

política de defensa nacional (Artículo 15), dos artículos sobre las Fuerzas 
Armadas (Artículo 16 y 17); un artículo sobre las relaciones internacionales 
(Artículo 20); un artículo sobre estrado de catástrofe (Artículo 24); un artículo 
sobre ejecución de las medidas de excepción (Artículo 26); un artículo sobre 
competencia legal (Artículo 27); y un artículo sobre control jurisdiccional 
(Artículo 29). 

 

Artículo 1.- [Integridad pública y anti corrupción]. Con la finalidad de 
garantizar la integridad pública y erradicar la corrupción en todas sus 
formas, los órganos competentes en la materia deberán coordinar su actuar 
a través de la instancia o mecanismos que correspondan para el 
cumplimiento de estos fines, en la forma que determine la ley.  

 

Artículo 2.- Principio de probidad. El principio de probidad consiste en 
observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de la 
función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.  

 

Artículo 3.- Principio de transparencia. Es pública la información 
elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en 
poder del Estado, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, 
origen, clasificación o procesamiento, salvo cuando la publicidad afectare 
el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, la protección 
de datos personales, los derechos de las personas, la seguridad del Estado 
o el interés nacional, conforme lo establezca la ley. El principio de 
transparencia exige a los órganos del Estado que la información pública sea 

puesta a disposición de toda persona que la requiera, independiente del 
uso que se le dé, facilitando su acceso y procurando su oportuna entrega 
y accesibilidad. Toda institución que desarrolle una función pública, o que 
administre recursos públicos, deberá dar estricto cumplimiento al principio 
de transparencia.  
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Artículo 4.- Principio de rendición de cuentas. Los órganos del Estado 
y quienes ejerzan una función pública deberán rendir cuenta en la forma y 
condiciones que establezca la ley. El principio de rendición de cuentas 

implica el deber de asumir la responsabilidad en el ejercicio de su cargo. El 
Estado promoverá la participación activa de las personas y la sociedad civil 
en la fiscalización del cumplimiento de este principio.  

 

Artículo 5.- (inciso primero) Derecho de acceso a la información 
pública. Todas las personas tendrán el derecho a buscar, solicitar, recibir 

y difundir información pública de cualquier órgano del Estado o de 
entidades que presten servicios de utilidad pública, en la forma y 
condiciones que establezca la ley.  

 

Artículo 6.- Consejo para la Transparencia. El Consejo para la 
Transparencia es un órgano autónomo, especializado e imparcial con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por función promover 
la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las 
normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos 
del Estado y garantizar el derecho de acceso a la información pública.  

La composición, organización, el funcionamiento y las atribuciones del 
Consejo para la Transparencia serán materias de ley.  

 

Artículo 7.- Sobre la corrupción. La corrupción es contraria al bien 
común y atenta contra el sistema democrático.  

El Estado tomará las medidas necesarias para su estudio, prevención, 
investigación, persecución y sanción. 

Artículo 8.- El Estado asegura a todas las personas la debida protección, 
confidencialidad e indemnidad al denunciar infracciones en el ejercicio de 
la función pública, especialmente faltas a la probidad, transparencia y 
hechos de corrupción.  

Artículo 9.- El ejercicio de funciones públicas se regirá por los principios 
de probidad, eficiencia, eficacia, responsabilidad, transparencia, 
publicidad, rendición de cuentas, buena fe, interculturalidad, enfoque de 
género, inclusión, no discriminación y sustentabilidad.  

Las autoridades electas popularmente, y las demás autoridades y 
funcionarios que determine la ley, deberán declarar sus intereses y 
patrimonio en forma pública.  

Artículo 10.- Respecto de las altas autoridades del Estado, la ley 
establecerá mayores exigencias y estándares de responsabilidad para el 

cumplimiento de los principios de probidad, transparencia y rendición de 
cuentas.  

 

Artículo 15.- Jefatura suprema de las Fuerzas Armadas y Política de 
Defensa Nacional. A la o el Presidente de la República le corresponde la 
conducción de la defensa nacional y es el jefe supremo de las Fuerzas 
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Armadas. Ejercerá el mando a través del ministerio a cargo de la defensa 
nacional.  

La disposición, organización y criterios de distribución de las Fuerzas 

Armadas se establecerán en la Política de Defensa Nacional y la Política 
Militar. La ley regulará la vigencia, alcances y mecanismos de elaboración 
y aprobación de dichas políticas, las que deberán comprender los principios 
de cooperación internacional, de igualdad de género y de interculturalidad, 
y el pleno respeto al derecho internacional y los derechos fundamentales.  

 

Artículo 16.- Fuerzas Armadas. Las Fuerzas Armadas están integradas 
única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 
Dependen del ministerio a cargo de la defensa nacional y son instituciones 
destinadas para el resguardo de la soberanía, independencia e integridad 
territorial de la República, ante agresiones de carácter externo, según lo 
establecido en la Carta de Naciones Unidas. Colaboran con la paz y 
seguridad internacional, conforme a la Política de Defensa Nacional.  

Las Fuerzas Armadas deberán incorporar la perspectiva de género en el 
desempeño de sus funciones, promover la paridad en espacios de toma de 
decisión y actuar con pleno respeto al derecho internacional y los derechos 
fundamentales garantizados en esta Constitución.  

Son instituciones profesionales, jerarquizadas, disciplinadas y por esencia 
obedientes y no deliberantes.  

Las instituciones militares y sus miembros estarán sujetos a controles en 
materia de probidad y transparencia. Sus integrantes no podrán pertenecer 
a partidos políticos, asociarse en organizaciones políticas, gremiales o 
sindicales, ejercer el derecho a huelga, ni postularse a cargos de elección 
popular.  

El ingreso y la formación en las Fuerzas Armadas será gratuito y no 
discriminatorio, en el modo que establezca la ley. La educación militar se 
funda en el respeto irrestricto a los derechos humanos.  

La ley regulará la organización de la defensa, su institucionalidad, su 
estructura y empleo conjunto, sus jefaturas, mando y la carrera militar.  

Artículo 17.- El Congreso supervisará periódicamente la ejecución del 
presupuesto asignado a defensa, así como la implementación de la política 
de defensa nacional y la política militar.  

 

Artículo 20.- [Relaciones Internacionales]. Las relaciones 
internacionales de Chile, como expresión de su soberanía, se fundan en el 
respeto al derecho internacional, los principios de autodeterminación de los 

pueblos, no intervención en asuntos que son de la jurisdicción interna de 
los Estados, multilateralismo, solidaridad, cooperación, autonomía política 
e igualdad jurídica entre los Estados. De igual forma, se compromete con 
la promoción y respeto de la democracia, el reconocimiento y protección 
de los Derechos Humanos, la inclusión e igualdad de género, la justicia 
social, el respeto a la naturaleza, la paz, convivencia y solución pacífica de 
los conflictos, y con el reconocimiento, respeto y promoción de los derechos 
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de los pueblos y naciones indígenas y tribales conforme al derecho 
internacional de los Derechos Humanos.  

Chile declara a América Latina y el Caribe como zona prioritaria en sus 

relaciones internacionales. Se compromete con el mantenimiento de la 
región como una zona de paz y libre de violencia, impulsa la integración 
regional, política, social, cultural, económica y productiva entre los 
Estados, y facilita el contacto y la cooperación transfronteriza entre pueblos 
indígenas. 

 

Artículo 24.- Estado de catástrofe. El estado de catástrofe, en caso de 
calamidad pública, lo declarará la Presidenta o Presidente de la República. 
La declaración deberá establecer el ámbito de aplicación y el plazo de 
duración, el que no podrá ser mayor a treinta días. 

La Presidenta o Presidente de la República estará obligado a informar al 
Congreso de Diputadas y Diputados de las medidas adoptadas en virtud 

del estado de catástrofe. La Presidenta o Presidente de la República sólo 
podrá declarar el estado de catástrofe por un período superior a treinta días 
con acuerdo del Congreso de Diputadas y Diputados. El referido acuerdo 
se tramitará en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 23.  

Declarado el estado de catástrofe, las zonas respectivas quedarán bajo la 
dependencia inmediata de la Jefa o Jefe de Estado de Excepción, quien 
deberá ser una autoridad civil designada por la Presidenta o Presidente de 
la República. Ésta asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción 
con las atribuciones y deberes que la ley señale.  

 

Artículo 26.- (inciso primero) Ejecución de las medidas de excepción. 
Los actos de la Presidenta o Presidente de la República o la Jefa o Jefe de 
Estado de Excepción, que tengan por fundamento la declaración del estado 
de excepción constitucional, deberán señalar expresamente los derechos 
constitucionales que suspendan o restrinjan. El decreto de declaración 
deberá indicar específicamente las medidas a adoptarse en razón de la 
excepción, las que deberán ser proporcionales a los fines establecidos en 
la declaración de excepción, y no limitar excesivamente o impedir de 
manera total el legítimo ejercicio de cualquier derecho establecido en esta 

Constitución. Las medidas que se adopten durante los estados de excepción 
no podrán, bajo ninguna circunstancia, prolongarse más allá de la vigencia 
de los mismos.  

(Inciso tercero) Las fuerzas armadas y policías deberán cumplir 
estrictamente las órdenes de la autoridad civil a cargo del estado de 
excepción.  

 

Artículo 27.- Competencia legal. Una ley regulará los estados de 
excepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y 
administrativas que procediera adoptar bajo aquéllos, en todo lo no 
regulado por esta Constitución. Dicha ley no podrá afectar las competencias 
y el funcionamiento de los órganos constitucionales, ni los derechos e 
inmunidades de sus respectivos titulares.  
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Asimismo, esta ley regulará el modo en el que la Presidenta o Presidente 
de la República y las autoridades que éste encomendare rendirán cuenta 
detallada, veraz y oportuna al Congreso de Diputadas y Diputados de las 

medidas extraordinarias adoptadas y de los planes para la superación de 
la situación de excepción, así como de los hechos de gravedad que hubieran 
surgido con ocasión del estado de excepción constitucional. La omisión de 
este deber de rendición de cuentas se considerará una infracción a la 
Constitución.  

 

Artículo 29.- Control jurisdiccional. Las medidas adoptadas en ejercicio 
de las facultades conferidas en los estados de excepción constitucional, 
podrán ser objeto de revisión por los tribunales de justicia tanto en su 
mérito como en su forma.  

Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemnizaciones en 
conformidad a la ley. 

 

Oficio N° 755, de la Sesión 97ª del 06 de mayo de 2022 

El Oficio N° 755, cuenta de 28 artículos, que se dividen en: un artículo sobre la 
democracia paritaria (Artículo 2), y de una sección titulada Del Poder Legislativo 
compuesto por 27 artículos, que se estructura en 3 capítulos: el primer capítulo 
titulado Del Congreso de Diputadas y Diputados, conformado por seis artículos 

(Artículos 5 bis, 5 ter, 7, 11, 11 bis y 11 ter); el segundo capítulo titulado De las 
Sesiones conjuntas del Congreso de Diputadas y Diputados y de la Cámara de 
las Regiones, conformado por ocho artículos (Artículos, 12 bis, 13, 19, 21, 22, 
26, 27 y 28) y, finalmente, un tercer capítulo titulado Del Procedimiento 
Legislativo, compuesto 13 artículos (Artículos 28 bis, 29, 30, 30 bis, 32, 45 bis, 
49, 55, 56, 60 y 64). 

 

Artículo 2.- Democracia paritaria. El Estado reconoce y promueve una 
sociedad en la que mujeres, hombres, diversidades y disidencias 
sexogenéricas participen en condiciones de igualdad sustantiva, 
reconociendo que su representación efectiva en el conjunto del proceso 
democrático es un principio y condición mínima para el ejercicio pleno y 
sustantivo de la democracia y la ciudadanía.  

Todos los órganos colegiados del Estado, los órganos autónomos 
constitucionales y los órganos superiores y directivos de la Administración, 
así como los directorios de las empresas públicas y semipúblicas, deberán 
tener una composición paritaria que asegure que, al menos, el cincuenta 
por ciento de sus integrantes sean mujeres.  

Asimismo, el Estado adoptará medidas para la representación de 

diversidades y disidencias de género a través del mecanismo que 
establezca la ley.  

El Estado promoverá la integración paritaria en sus instituciones y en todos 
los espacios públicos y privados.  

 

DEL PODER LEGISLATIVO  
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Del Congreso de Diputadas y Diputados  

Artículo 5 bis.- Del Poder Legislativo. El poder legislativo se compone 
del Congreso de Diputadas y Diputados y la Cámara de las Regiones.  

Artículo 5 ter.- El Congreso de Diputadas y Diputados es un órgano 
deliberativo, paritario y plurinacional que representa al pueblo. Concurre a 
la formación de las leyes y ejerce las demás facultades encomendadas por 
la Constitución.  

El Congreso está integrado por un número no inferior a 155 miembros 
electos en votación directa por distritos electorales. Una ley de acuerdo 

regional determinará el número de integrantes, los distritos electorales y 
la forma de su elección, atendiendo el criterio de proporcionalidad.  

Artículo 7.- Son atribuciones exclusivas del Congreso de Diputadas y 
Diputados:  

a) Fiscalizar los actos del Gobierno. El Congreso tendrá la facultad 
de solicitar información relativa al contenido y fundamentos de los 

actos de gobierno;  

c) Declarar, cuando la Presidenta o Presidente presente la renuncia 
a su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en 
consecuencia, admitirla o desecharla;  

d) Otorgar su acuerdo para que la Presidenta o Presidente de la 
República pueda ausentarse del país por más de treinta días o a 

contar desde el tercer domingo de noviembre del año anterior a 
aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, y  

e) Las otras que establezca la Constitución.  

Artículo 11.- La ley determinará el número de representantes regionales 
a ser elegidas y elegidos por región, el que deberá ser el mismo para cada 

una y en ningún caso inferior a tres, asegurando que la integración final 
del órgano respete el principio de paridad. 

Las y los miembros de la Cámara de las Regiones se elegirán en votación 
popular conjuntamente con las autoridades comunales y regionales, tres 
años después de la elección presidencial y del Congreso.  

La ley especificará sus derechos y obligaciones especiales, las que en todo 

caso deberán incluir la obligación de rendir cuenta periódicamente ante la 
Asamblea Regional que representa. También podrán ser especialmente 
convocadas y convocados al efecto. 

La Cámara de las Regiones no podrá fiscalizar los actos del Gobierno ni de 
las entidades que de él dependan.  

Artículo 11 bis.- Es atribución exclusiva del Congreso de las Diputadas y 
Diputados declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez 
ni más de veinte de sus integrantes formulen en contra de:  

a) La Presidenta o Presidente de la República, por actos de su 
administración que hayan comprometido gravemente el honor o la 
seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o 
las leyes. Esta acusación podrá interponerse mientras la Presidenta 
o Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su 
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expiración en el cargo. Durante este último tiempo no podrá 
ausentarse de la República sin acuerdo del Congreso de las 
Diputadas y Diputados;  

b) Las Ministras y Ministros de Estado, por haber comprometido 
gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la 
Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por 
los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos 
y soborno;  

c) Las juezas y jueces de las Cortes de Apelaciones y la Corte 

Suprema, y de la o el Contralor General de la República, por notable 
abandono de sus deberes;  

d) Las y los generales o almirantes de las instituciones 
pertenecientes a las Fuerzas Armadas, del General Director de 
Carabineros de Chile y del Director General de la Policía de 
Investigaciones de Chile, por haber comprometido gravemente el 
honor o la seguridad de la Nación;  

e) Las y los gobernadores regionales y de la autoridad en los 
territorios especiales e indígenas, por infracción de la Constitución 
y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos 
públicos y concusión.  

La acusación se tramitará en conformidad a la Ley de Organización, 
Funcionamiento y Procedimientos del Poder Legislativo.  

Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán 
interponerse mientras la o el afectado esté en funciones o en los 
tres meses siguientes a la expiración en su cargo. Interpuesta la 
acusación, la o el afectado no podrá ausentarse del país sin permiso 
del Congreso de Diputadas y Diputados y no podrá hacerlo en caso 
alguno si la acusación ya estuviere aprobada por éste.  

Para declarar que ha lugar la acusación en contra del Presidente o 
Presidenta de la República o de un gobernador regional se 
necesitará el voto de la mayoría de los diputados y diputadas en 
ejercicio.  

En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados y 
diputadas presentes y la o el acusado quedará suspendido en sus 

funciones desde el momento en que el Congreso de Diputadas y 
Diputados declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará 
si la Cámara de las Regiones desestimare la acusación o si no se 
pronunciare dentro de los treinta días siguientes.  

Artículo 11 ter.- Es atribución exclusiva de la Cámara de las Regiones 
conocer de las acusaciones que el Congreso de Diputadas y Diputados 

entable con arreglo a lo establecido en el artículo 11 bis.  

La Cámara de las Regiones resolverá como jurado y se limitará a declarar 
si la o el acusado es o no culpable.  

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios 
de las y los representantes regionales en ejercicio cuando se trate de una 
acusación en contra de la Presidenta o Presidente de la República o de un 
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gobernador regional, y por la mayoría de los representantes regionales en 
ejercicio en los demás casos.  

Por la declaración de culpabilidad queda la o el acusado destituido de su 

cargo.  

La persona destituida no podrá desempeñar ningún otro cargo de exclusiva 
confianza de la o el Presidente durante el tiempo que reste de su mandato 
o presentarse al cargo de elección popular del cual fue destituido en el 
período siguiente, según corresponda.  

La o el funcionario declarado culpable será juzgado de acuerdo a las leyes 

por el tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena señalada al 
delito, si lo hubiere, como para hacer efectiva la responsabilidad civil por 
los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares.  

 

De las sesiones conjuntas del Congreso de Diputadas y Diputados 
y de la Cámara de las Regiones  

Artículo 12 bis.- El Congreso de Diputadas y Diputados y la Cámara de 
las Regiones se reunirán en sesión conjunta para decidir los 
nombramientos que conforme a esta Constitución corresponda, 
garantizando un estricto escrutinio de la idoneidad de las y los candidatos 
para el cargo correspondiente.  

Artículo 13.- Para ser elegida diputada, diputado o representante regional 

se requiere ser ciudadana o ciudadano con derecho a sufragio, haber 
cumplido dieciocho años de edad al día de la elección y tener 
avecindamiento en el territorio correspondiente durante un plazo no 
inferior a dos años, en el caso de las diputadas o diputados, y de cuatro 
años en el caso de las y los representantes regionales, contados hacia atrás 
desde el día de la elección.  

Se entenderá que una diputada, diputado o representante regional tiene 
su residencia en el territorio correspondiente mientras ejerza su cargo.  

Artículo 19.- La o el reemplazante deberá reunir los requisitos 
establecidos por esta Constitución para ser elegido en el cargo respectivo 
y le alcanzarán las inhabilidades establecidas en el artículo 14 y las 
incompatibilidades del artículo 15. Se asegurará a todo evento la 
composición paritaria del órgano.  

Artículo 21.- Cesará en el cargo la diputada, diputado o representante 
regional:  

b) Que se ausentare del país por más de treinta días sin permiso de 
la corporación respectiva o, en receso de ésta, de su Mesa Directiva;  

c) Que, durante su ejercicio, celebrare o caucionare contratos con 

el Estado, o actuare como procuradora o procurador o agente en 
gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de 
empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar 
naturaleza. Esta inhabilidad tendrá lugar sea que la diputada, 
diputado o representante regional actúe por sí o por interpósita 
persona, natural o jurídica;  
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d) Que, durante su ejercicio, actúe como abogada o abogado o 
mandataria o mandatario en cualquier clase de juicio, que ejercite 
cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales 

en favor o representación del empleador o de las y los trabajadores 
en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector público o 
privado, o que intervenga en ellos ante cualquiera de las partes;  

e) Que haya infringido gravemente las normas sobre transparencia, 
límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare 
por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, a 
requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Una ley 

señalará los casos en que existe una infracción grave.  

f) Que, durante su ejercicio, pierda algún requisito general de 
elegibilidad, o incurra en una inhabilidad de las establecidas en el 
artículo 14.  

Las diputadas, diputados y representantes regionales podrán 
renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave, 
debidamente acreditada, que les impida desempeñarlos, y así lo 
califique el tribunal que realice el control de constitucionalidad.  

Artículo 22.- Sólo en virtud de una ley se puede:  

a. Crear, modificar y suprimir tributos de cualquier clase o 
naturaleza y los beneficios tributarios aplicables a éstos, determinar 
su progresión, exenciones y proporcionalidad, sin perjuicio de las 
excepciones que establezca esta Constitución;  

b. Autorizar la contratación de empréstitos y otras operaciones que 
puedan comprometer el crédito y la responsabilidad financiera del 
Estado, sus organismos y municipalidades, sin perjuicio de lo 
consagrado respecto de las entidades territoriales y de lo 
establecido en la letra siguiente. Esta disposición no se aplicará al 

Banco Central;  

c. Establecer las condiciones y reglas conforme a las cuales las 
universidades y las empresas del Estado y aquellas en que éste 
tenga participación puedan contratar empréstitos, los que en ningún 
caso podrán efectuarse con el Estado, sus organismos y empresas;  

d. Instituir las normas sobre enajenación de bienes del Estado, los 

gobiernos regionales o de las municipalidades y sobre su 
arrendamiento, títulos habilitantes para su uso o explotación, y 
concesión;  

e. Disponer, organizar y distribuir las Fuerzas Armadas para su 
desarrollo y empleo conjunto, así como permitir la entrada de tropas 
extranjeras en el territorio de la República, como, asimismo, la 

salida de tropas nacionales fuera de él;  

f. Establecer o modificar la división político o administrativa del país;  

g. Señalar el valor, tipo y denominación de las monedas, y el 
sistema de pesos y medidas;  

h. Conceder indultos generales y amnistías, salvo en crímenes de 
lesa humanidad;  
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i. Establecer el sistema de determinación de las remuneraciones de 
la Presidenta o Presidente de la República y las Ministras o Ministros 
de Estado, de las diputadas y diputados, las gobernadoras y 

gobernadores y de las y los representantes regionales;  

k. Singularizar la ciudad en que debe residir la Presidenta o el 
Presidente de la República, celebrar sus sesiones el Congreso de 
Diputadas y Diputados y la Cámara de las Regiones y funcionar la 
Corte Suprema;  

l. Autorizar la declaración de guerra, a propuesta de la Presidenta o 

Presidente de la República;  

m. Fijar las bases de los procedimientos que rigen los actos de la 
administración pública;  

n. Establecer la creación y modificación de servicios públicos y 
empleos públicos, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las 
empresas del Estado, y determinar sus funciones y atribuciones;  

ñ. Establecer el régimen jurídico aplicable en materia laboral, 
sindical, de la huelga y la negociación colectiva en sus diversas 
manifestaciones, previsional y de seguridad social;  

o. Crear loterías y apuestas;  

p. Regular aquellas materias que la Constitución señale como leyes 
de concurrencia presidencial necesaria, y  

q. Regular las demás materias que la Constitución exija que sean 
establecidas por una ley. 

Artículo 26.- Son leyes de concurrencia presidencial necesaria:  

a. Las que irroguen directamente gastos al Estado;  

b. Las leyes relacionadas con la administración presupuestaria del 
Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos; 

c. Las que alteren la división política o administrativa del país;  

d. Las que impongan, supriman, reduzcan o condonen tributos de 
cualquier clase o naturaleza, establezcan exenciones o modifiquen 
las existentes, y determinen su forma, proporcionalidad o 

progresión;  

e. Las que contraten o autoricen a contratar empréstitos o celebrar 
cualquier otra clase de operaciones que puedan comprometer la 
responsabilidad patrimonial del Estado, de las entidades 
semifiscales, autónomas y condonar, reducir o modificar 
obligaciones, intereses u otras cargas financieras de cualquier 
naturaleza establecidas en favor del Fisco o de los organismos o 
entidades referidos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22, 
letra c, y 

f. Las que dispongan, organicen y distribuyan las Fuerzas Armadas 
para su desarrollo y empleo conjunto.  

Artículo 27.- Las leyes de concurrencia presidencial necesaria pueden 
tener su origen en un mensaje presidencial o en una moción parlamentaria.  
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La moción parlamentaria deberá ser patrocinada por no menos de un 
cuarto y no más de un tercio de las diputadas y diputados o, en su caso, 
de los representantes regionales en ejercicio, y deberá declarar que se 

trata de un proyecto de ley de concurrencia necesaria de la Presidencia.  

Las mociones de concurrencia presidencial necesaria deberán presentarse 
acompañadas de un informe técnico financiero de la Secretaría de 
Presupuestos.  

Las leyes de concurrencia presidencial necesaria sólo podrán ser aprobadas 
si la Presidenta o Presidente de la República entrega su patrocinio durante 

la tramitación del proyecto. La Presidenta o Presidente de la República 
podrá patrocinar el proyecto de ley en cualquier momento hasta 
transcurridos quince días desde que haya sido despachado por la Comisión 
respectiva. Transcurrido ese plazo sin el patrocinio correspondiente, el 
proyecto se entenderá desechado y no se podrá insistir en su tramitación.  

La Presidenta o Presidente de la República siempre podrá retirar su 
patrocinio. En dicho caso, la tramitación del proyecto no podrá continuar.  

Las mociones parlamentarias que correspondan a materias de concurrencia 
presidencial necesaria deberán presentarse con una estimación de gastos 
y origen del financiamiento.  

Artículo 28.- Sólo son leyes de acuerdo regional las que reformen la 
Constitución; las que regulen la organización, atribuciones y 
funcionamiento de los Sistemas de Justicia, del Poder Legislativo y de los 
órganos autónomos constitucionales; las que regulen los estados de 
excepción constitucional; las que creen, modifiquen o supriman tributos o 
exenciones y determinen su progresión y proporcionalidad; las que 
directamente irroguen al Estado gastos cuya ejecución corresponda a las 
entidades territoriales; las que implementen el derecho a la salud, derecho 
a la educación y derecho a la vivienda; la de Presupuestos; las que 

aprueben el Estatuto Regional; las que regulen la elección, designación, 
competencias, atribuciones y procedimientos de los órganos y autoridades 
de las entidades territoriales; las que establezcan o alteren la división 
político administrativa del país; las que establezcan los mecanismos de 
distribución fiscal y presupuestaria, y otros mecanismos de compensación 
económica entre las distintas entidades territoriales; las que autoricen la 
celebración de operaciones que comprometan la responsabilidad 
patrimonial de las entidades territoriales; las que autoricen a las entidades 
territoriales la creación de empresas públicas; las que deleguen potestades 
legislativas en conformidad al artículo 31 Nº12 de esta Constitución; las 
que regulen la planificación territorial y urbanística y su ejecución; las que 
regulen la protección del medio ambiente; las que regulen las votaciones 
populares y escrutinios; las que regulen las organizaciones políticas, y las 
demás que esta Constitución califique como de acuerdo regional.  

Si se generare un conflicto de competencia entre la Cámara de las Regiones 
y el Congreso de Diputadas y Diputados con relación a si una o más 
materias dispuestas en este artículo deben ser revisadas por la Cámara de 
las Regiones, esta aprobará su competencia por mayoría simple de sus 
miembros y el Congreso lo ratificará por mayoría simple. En caso que el 
Congreso rechace la revisión aprobada por la Cámara de las Regiones, ésta 
podrá recurrir a la Corte Constitucional por acuerdo de mayoría simple.  
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Del procedimiento legislativo  

Artículo 28 bis.- La Cámara de las Regiones conocerá de los estatutos 
regionales aprobados por una Asamblea Regional, de las propuestas de 
creación de empresas regionales efectuadas por una o más Asambleas 
Regionales de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 número 7 de 
esta Constitución y de las solicitudes de delegación de potestades 
legislativas realizadas por éstas. Para el conocimiento del Estatuto 
Regional, el Congreso y la Cámara contarán con un plazo de seis meses.  

Recibida una propuesta, la Cámara podrá aprobar el proyecto o efectuar 
las enmiendas que estime necesarias. De aceptarse las enmiendas por la 
Asamblea respectiva, el proyecto quedará en estado de ser despachado al 
Congreso de Diputadas y Diputados para su tramitación como ley de 
acuerdo regional.  

Tratándose de las delegaciones, estas no podrán extenderse a ámbitos de 

concurrencia presidencial necesaria, a la nacionalidad, la ciudadanía y las 
elecciones, a los ámbitos que sean objeto de codificación general, ni a la 
organización, atribuciones y régimen de los órganos nacionales o de los 
Sistemas de Justicia. 

La ley que delegue potestades señalará las materias precisas sobre las que 
recaerá la delegación y podrá establecer o determinar las limitaciones, 
restricciones y formalidades que se estimen convenientes.  

La Contraloría General de la República deberá tomar razón de las leyes 
regionales dictadas de conformidad con este artículo, debiendo rechazarlas 
cuando ellas excedan o contravengan la autorización referida.  

Artículo 29.- Las leyes pueden iniciarse por mensaje de la Presidenta o 
Presidente de la República o por moción de no menos del diez por ciento 
ni más del quince por ciento de las diputadas y diputados o representantes 
regionales. Adicionalmente, podrán tener su origen en iniciativa popular o 
iniciativa indígena de ley.  

Una o más Asambleas Regionales podrán presentar iniciativas a la Cámara 
de las Regiones en materias de interés regional. Si ésta las patrocina, serán 
ingresadas como moción parlamentaria ordinaria en el Congreso.  

Todos los proyectos de ley, cualquiera sea la forma de su iniciativa, 
comenzarán su tramitación en el Congreso de Diputadas y Diputados.  

Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los trámites 
que corresponda, tanto en el Congreso de Diputadas y Diputados como en 
la Cámara de las Regiones si ésta interviene en conformidad con lo 
establecido en esta Constitución, pero en ningún caso se admitirán las que 
no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del 

proyecto.  

Artículo 30.- Las leyes deberán ser aprobadas, modificadas o derogadas 
por la mayoría de los miembros presentes en el Congreso de Diputadas y 
Diputados al momento de su votación.  
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En caso de tratarse de una ley de acuerdo regional, la Presidencia del 
Congreso enviará el proyecto aprobado a la Cámara de las Regiones para 
continuar con su tramitación.  

Terminada la tramitación del proyecto en el Congreso de Diputadas y 
Diputados, será despachado a la Presidenta o Presidente de la República 
para efectos de lo establecido en el artículo 32.  

Artículo 30 bis.- Las leyes referidas a la organización, funcionamiento y 
procedimientos del Poder Legislativo y de los Sistemas de Justicia; a los 
procesos electorales y plebiscitarios; a la regulación de los estados de 

excepción constitucional, y a la regulación de las organizaciones políticas, 
deberán ser aprobadas por el voto favorable de la mayoría en ejercicio de 
los miembros del Congreso de Diputadas y Diputados y de la Cámara de 
las Regiones.  

Artículo 31.- Recibido por la Cámara de las Regiones un proyecto de ley 
de acuerdo regional aprobado por el Congreso de Diputadas y Diputados, 
la Cámara de las Regiones se pronunciará, aprobándolo o rechazándolo. Si 
lo aprobare, el proyecto será enviado al Congreso para que lo despache a 
la Presidenta o Presidente de la República para su promulgación como ley. 
Si lo rechazare, lo tramitará y propondrá al Congreso las enmiendas que 
considere pertinentes.  

Si el Congreso rechazare una o más de esas enmiendas u observaciones, 
se convocará a una comisión mixta que propondrá nuevas enmiendas para 
resolver la discrepancia. Estas enmiendas serán votadas por la Cámara y 
luego por el Congreso. Si todas ellas fueren aprobadas, el proyecto será 
despachado para su promulgación.  

La comisión mixta estará conformada por igual número de diputadas y 
diputados y de representantes regionales. La ley fijará el mecanismo para 
designar a los integrantes de la comisión y establecerá el plazo en que 

deberá informar. De no evacuar su informe dentro de plazo, se entenderá 
que la comisión mixta mantiene las observaciones originalmente 
formuladas por la Cámara y rechazadas por el Congreso y se aplicará lo 
dispuesto en el inciso anterior.  

Artículo 31 bis.- En la sesión siguiente a su despacho por el Congreso de 
Diputadas y Diputados y con el voto favorable de la mayoría, la Cámara de 
las Regiones podrá requerir conocer de un proyecto de ley que no sea de 
acuerdo regional.  

La Cámara contará con sesenta días desde que recibe el proyecto para 
formularle enmiendas y remitirlas al Congreso. Éste podrá aprobarlas o 
insistir en el proyecto original con el voto favorable de la mayoría. Si dentro 
del plazo señalado la Cámara no evacúa su informe, el proyecto quedará 
en condiciones de ser despachado por el Congreso.  

Artículo 32.- Si la Presidenta o Presidente de la República aprobare el 
proyecto despachado por el Congreso de Diputadas y Diputados, dispondrá 
su promulgación como ley. En caso contrario, lo devolverá dentro de treinta 
días con las observaciones que estime pertinentes o comunicando su 
rechazo total al proyecto.  
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En ningún caso se admitirán las observaciones que no tengan relación 
directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que 
hubieran sido consideradas en el mensaje respectivo.  

Las observaciones parciales podrán ser aprobadas por mayoría. Con el 
mismo quórum, el Congreso podrá insistir en el proyecto original.  

Si el Presidente hubiere rechazado totalmente el proyecto, el Congreso 
deberá desecharlo, salvo que insista por tres quintos de sus integrantes. 
Si la Presidenta o Presidente de la República no devolviere el proyecto 
dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se 

entenderá́ que lo aprueba y se promulgará como ley. La promulgación 
deberá́ hacerse siempre dentro del plazo de diez días, contados desde que 
ella sea procedente. La publicación se hará́ dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto 
promulgatorio. 

Artículo 45 bis.- En el caso que la Presidenta o Presidente postulare a la 
reelección inmediata, y desde el día de la inscripción de su candidatura, no 
podrá ejecutar gasto que no sea de mera administración ni realizar 
actividades públicas que conlleven propaganda a su campaña para la 
reelección. La Contraloría General de la República deberá dictar un 
instructivo que regule las situaciones descritas en este artículo.  

Artículo 49.- Las y los Ministros de Estado son los colaboradores directos 
e inmediatos de la Presidenta o Presidente de la República en el gobierno 
y administración del Estado.  

La ley determinará el número y organización de los ministerios, así como 
el orden de precedencia de los Ministros titulares.  

La Presidenta o Presidente de la República podrá encomendar a uno o más 
Ministros la coordinación de la labor que corresponde a los secretarios de 
Estado y las relaciones del Gobierno con el Congreso de Diputadas y 

Diputados y la Cámara de las Regiones.  

Artículo 55.- Las elecciones comunales, regionales y de representantes 
regionales se realizarán tres años después de la elección presidencial y del 
Congreso de Diputadas y Diputados.  

Estas autoridades sólo podrán ser electas de manera consecutiva por un 
período.  

Artículo 56.- En las votaciones populares, el sufragio será universal, 
igualitario, libre, directo, secreto y obligatorio para las personas que hayan 
cumplido dieciocho años. Su ejercicio constituye un derecho y un deber 
cívico.  

El sufragio será facultativo para las personas de dieciséis y diecisiete años 
de edad.  

Las chilenas y chilenos en el exterior podrán sufragar en los plebiscitos 
nacionales y elecciones presidenciales y de diputadas y diputados. Para 
esto se constituirá un distrito especial exterior.  

La ley establecerá las condiciones para asegurar el ejercicio de este 
derecho.  
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El resguardo de la seguridad pública durante las votaciones populares y 
plebiscitarias corresponderá a las instituciones que indique la ley.  

Artículo 60.- Los escaños reservados en el Congreso de Diputadas y 

Diputados para los pueblos y naciones indígenas serán elegidos en un 
distrito único nacional. Su número se definirá en forma proporcional a la 
población indígena en relación a la población total del país. Se deberán 
adicionar al número total de integrantes del Congreso.  

La ley regulará los requisitos, procedimientos y distribución de los escaños 
reservados.  

La integración de los escaños reservados en la Cámara de las Regiones 
será determinada por ley.  

Artículo 64.- Las organizaciones políticas reconocidas legalmente 
implementarán la paridad de género en sus espacios de dirección, 
asegurando la igualdad sustantiva en sus dimensiones organizativa y 
electoral, y promoviendo la plena participación política de las mujeres. A 

su vez, deberán destinar un financiamiento electoral proporcional al 
número de dichas candidaturas.  

El Estado y las organizaciones políticas deberán tomar las medidas 
necesarias para erradicar la violencia de género con el fin de asegurar que 
todas las personas ejerzan plenamente sus derechos políticos.  

La ley arbitrará los medios para incentivar la participación de las personas 

de las diversidades y disidencias sexuales y de género en los procesos 
electorales. 
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B. Comisión de Derechos Fundamentales 

Esta Comisión ha evacuado cuatro oficios, dos de estos entre el 14 de abril y el 
6 de mayo: el primero es el Oficio N° 714, correspondiente a la sesión 85ª del 

19 de abril de 2022, y el segundo Oficio N° 752, correspondientes a la sesión 
95ª del 4 de mayo de 2022.  

 

Oficio N° 714, de la Sesión 85ª del 19 de abril de 2022 

El Oficio N° 714, comprende 16 artículos, que se dividen en: dos artículos que 
definen los principios de reparación y verdad en casos de violación de los 
Derechos Humanos (Artículos 1 y 2); un artículo sobre derechos a la vivienda 
(Artículo 4); un artículo sobre derechos a la ciudad y el territorio (Artículo 7); un 
artículo sobre la no discriminación de trabajadores o trabajadoras (Artículo 8); 
un artículo sobre participación de los trabajadores y trabajadoras (Artículo 9); 
un artículo sobre derecho al cuidado (Artículo 10); un artículo sobre 
reconocimiento del trabajo doméstico y de cuidado (Artículo 11); un artículo 

sobre derecho a la libertad sindical (Artículo 12); un artículo sobre derecho a la 
seguridad social (Artículo 13); un artículo sobre derecho a la salud (Artículo 14); 
un artículo sobre derechos a la educación (Artículo 15); un artículo sobre derecho 
al deporte, la actividad física y las prácticas corporales (Artículo 22); un artículo 
sobre derecho a la igualdad y no discriminación (Artículo 23); un artículo sobre 
derecho a la consulta de los pueblos y naciones indígenas (Artículo 25); y un 
artículo sobre derecho humano al agua y al saneamiento (Artículo 26).  

 

[Principios de reparación y verdad en casos de violación de los 
Derechos Humanos] 

Artículo 1.- Las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos 
tienen derecho a la reparación integral.  

Artículo 2.- Las víctimas y la comunidad tienen el derecho al 
esclarecimiento y conocimiento de la verdad respecto de graves violaciones 
a los derechos humanos, especialmente, cuando constituyan crímenes de 
lesa humanidad, crímenes de guerra, genocidio o despojo territorial.  

 

Artículo 4.- Derecho a la vivienda.  

1.- Toda persona tiene el derecho a una vivienda digna y adecuada, que 
permita el libre desarrollo de una vida personal, familiar y comunitaria.  

2.- El Estado deberá tomar todas las medidas necesarias para asegurar el 
goce universal y oportuno de este derecho, contemplando, a lo menos la 
habitabilidad, el espacio y equipamiento suficiente, doméstico y 
comunitario, para la producción y reproducción de la vida, la disponibilidad 

de servicios, la asequibilidad, la accesibilidad, la ubicación apropiada, la 
seguridad de la tenencia y la pertinencia cultural de las viviendas, de 
conformidad a la ley.  

 

Artículo 7.- Derecho a la ciudad y al territorio. Todas las personas 
tienen derecho a habitar, producir, gozar y participar en ciudades y 
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asentamientos humanos libres de violencia y en condiciones apropiadas 
para una vida digna.  

(Inciso segundo) El derecho a la ciudad es un derecho colectivo orientado 

al bien común y se basa en el ejercicio pleno de los derechos humanos en 
el territorio, en su gestión democrática y en la función social y ecológica de 
la propiedad.  

 

Artículo 8.- [No discriminación de trabajadores y trabajadoras] 
(inciso quinto) Se prohíbe cualquier discriminación entre trabajadoras y 

trabajadores que no se base en las competencias laborales o idoneidad 
personal, así como el despido arbitrario.  

 

Artículo 9.- Participación de los trabajadores y trabajadoras. Los 
trabajadores y trabajadoras, a través de sus organizaciones sindicales, 
tienen el derecho a participar en las decisiones de la empresa. La ley 

regulará los mecanismos por medio de los cuales se ejercerá este derecho.  

 

Artículo 10.- Derecho al cuidado. Todas las personas tienen derecho a 
cuidar, a ser cuidadas y a cuidarse desde el nacimiento hasta la muerte. El 
Estado se obliga a proveer los medios para garantizar que este cuidado sea 
digno y realizado en condiciones de igualdad y corresponsabilidad.  

El Estado garantizará este derecho a través de un Sistema Integral de 
Cuidados y otras normativas y políticas públicas que incorporen el enfoque 
de derechos humanos, de género y la promoción de la autonomía personal.  

El Sistema tendrá un carácter estatal, paritario, solidario, universal, con 
pertinencia cultural y perspectiva de género e interseccionalidad. Su 

financiamiento será progresivo, suficiente y permanente. El sistema 
prestará especial atención a lactantes, niños, niñas y adolescentes, 
personas mayores, personas en situación de discapacidad, personas en 
situación de dependencia y personas con enfermedades graves o 
terminales. Asimismo, velará por el resguardo de los derechos de quienes 
ejercen trabajos de cuidados.  

 

Artículo 11.- Reconocimiento del trabajo doméstico y de cuidados. 
El Estado reconoce que los trabajos domésticos y de cuidados son trabajos 
socialmente necesarios e indispensables para la sostenibilidad de la vida y 
el desarrollo de la sociedad, que son una actividad económica que 
contribuye a las cuentas nacionales y que deben ser considerados en la 
formulación y ejecución de las políticas públicas.  

 

Artículo 12.- Derecho a la libertad sindical. La Constitución asegura a 
trabajadoras y trabajadores, tanto del sector público como del privado, el 
derecho a la libertad sindical. Este derecho comprende el derecho a la 
sindicalización, a la negociación colectiva y a la huelga.  
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(Inciso tercero) El derecho de sindicalización comprende la facultad de 
constituir las organizaciones sindicales que estimen conveniente, en 
cualquier nivel, de carácter nacional e internacional, a afiliarse y 

desafiliarse de ellas, a darse su propia normativa, trazar sus propios fines 
y realizar su actividad sin intervención de terceros.  

(Inciso cuarto) Las organizaciones sindicales gozarán de personalidad 
jurídica por el sólo hecho de registrar sus estatutos en la forma que señale 
la ley.  

(Inciso quinto) La Constitución asegura el derecho a la negociación 

colectiva. Corresponderá́́ a los trabajadores y trabajadoras elegir el nivel 
en que se desarrollará dicha negociación, incluyendo la negociación ramal, 
sectorial y territorial. Las únicas limitaciones a las materias susceptibles de 
negociación serán aquellas concernientes a los mínimos irrenunciables 
fijados por la ley a favor de los trabajadores y trabajadoras.  

(Inciso noveno) No podrán declararse en huelga los integrantes de las 
Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública.  

 

Artículo 13.- Derecho a la seguridad social. La Constitución garantiza 
a toda persona el derecho a la seguridad social, fundada en los principios 
de universalidad, solidaridad, integralidad, unidad, igualdad, suficiencia, 
participación, sostenibilidad y oportunidad.  

(Inciso segundo) La ley establecerá un Sistema de Seguridad Social 
público, que otorgue protección en caso de enfermedad, vejez, 
discapacidad, supervivencia, maternidad y paternidad, desempleo, 
accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y en las demás 
contingencias sociales de falta o disminución de medios de subsistencia o 
de capacidad para el trabajo. En particular, este sistema asegurará la 
cobertura de prestaciones a las personas que ejerzan trabajos domésticos 

y de cuidados.  

(Inciso tercero) Le corresponderá al Estado definir la política de seguridad 
social. Ésta se financiará por trabajadores y empleadores, a través de 
cotizaciones obligatorias, y por rentas generales de la nación. Los recursos 
con que se financie la seguridad social no podrán ser destinados a fines 
distintos que el pago de los beneficios que establezca el sistema.  

 

Artículo 14.- Derecho a la salud. Toda persona tiene derecho a la salud 
y bienestar integral, incluyendo su dimensión física y mental. 

(Inciso segundo) El Estado deberá proveer las condiciones necesarias para 
alcanzar el más alto nivel posible de la salud, considerando en todas sus 
decisiones el impacto de las determinantes sociales y ambientales sobre la 

salud de la población.  

(Inciso tercero) El Sistema Nacional de Salud será de carácter universal, 
público e integrado. Se regirá por los principios de equidad, solidaridad, 
interculturalidad, pertinencia territorial, desconcentración, eficacia, 
calidad, oportunidad, enfoque de género, progresividad y no 
discriminación.  
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(Inciso cuarto) El Sistema Nacional de Salud incorporará acciones de 
promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, habilitación, 
rehabilitación e inclusión. La atención primaria constituirá la base de este 

sistema y se promoverá la participación de las comunidades en las políticas 
de salud y las condiciones para su ejercicio efectivo.  

(Inciso octavo) El Estado generará políticas y programas de salud mental 
destinados a la atención y prevención con enfoque comunitario y 
aumentará progresivamente su financiamiento.  

(Inciso décimo) Corresponderá exclusivamente al Estado la función de 

rectoría del sistema de salud, incluyendo la regulación, supervisión y 
fiscalización de las instituciones públicas y privadas.  

(Inciso undécimo) El Sistema Nacional de Salud será financiado a través 
de las rentas generales de la nación. Adicionalmente, la ley podrá 
establecer el cobro obligatorio de cotizaciones a empleadoras, 
empleadores, trabajadoras y trabajadores con el solo objeto de aportar 
solidariamente al financiamiento de este sistema. La ley determinará el 
órgano público encargado de la administración del conjunto de los fondos 
de este sistema.  

 

Artículo 15.- [Derecho a la educación]. El Estado asegura a todas las 
personas el derecho a la educación.  

 

Artículo 22.- Derecho al deporte, la actividad física y las prácticas 
corporales. Todas las personas tienen derecho al deporte, a la actividad 
física y a las prácticas corporales. El Estado garantizará el ejercicio de este 
derecho en sus distintas dimensiones y disciplinas, ya sean recreacionales, 
educativas, competitivas o de alto rendimiento. Para lograr estos objetivos, 
se podrán considerar políticas diferenciadas según lo disponga la ley.  

(Inciso segundo) El Estado reconoce la función social del deporte, en tanto 
permite la participación colectiva, la asociatividad, la integración e 
inserción social, así como el mantenimiento y mejora de la salud. La ley 
asegurará el involucramiento de las personas y comunidades con la 
práctica del deporte, incluido el de niños, niñas y adolescentes en los 
establecimientos educacionales, así como la participación en la dirección 

de las diferentes formas de instituciones deportivas. 

 

Artículo 23.- Derecho a la igualdad y no discriminación. La 
Constitución asegura el derecho a la igualdad. En Chile no hay persona ni 
grupo privilegiado. Queda prohibida toda forma de esclavitud.  

(Inciso segundo) Se asegura el derecho a la protección contra toda forma 
de discriminación, en especial cuando se funde en uno o más motivos tales 
como nacionalidad o apatridia, edad, sexo, orientación sexual o afectiva, 
identidad y expresión de género, diversidad corporal, religión o creencia, 
etnia, pertenencia a un pueblo y nación indígena o tribal, opiniones políticas 
o de cualquier otra naturaleza, clase social, ruralidad, situación migratoria 
o de refugio, discapacidad, condición de salud mental o física, estado civil, 

filiación o cualquier otra condición social.  
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(Inciso quinto) La ley determinará las medidas de prevención, prohibición, 
sanción y reparación de todas las formas de discriminación, en los ámbitos 
público y privado, así como los mecanismos para garantizar la igualdad 

material y sustantiva entre todas las personas.  

(Inciso séptimo) Los órganos del Estado deberán tener especialmente en 
consideración los casos en que confluyan, respecto de una persona, más 
de una categoría, condición o criterio de los señalados en el inciso segundo.  

 

Artículo 25.- Derecho a la consulta de los pueblos y naciones 

indígenas. Los pueblos y naciones indígenas tienen el derecho a ser 
consultados previamente a la adopción de medidas administrativas y 
legislativas que les afectasen. El Estado garantiza los medios para la 
efectiva participación de éstos, a través de sus instituciones 
representativas, de forma previa y libre, mediante procedimientos 
apropiados, informados y de buena fe.  

 

Artículo 26.- Derecho humano al agua y al saneamiento. La 
Constitución garantiza a todas las personas el derecho al agua y al 
saneamiento suficiente, saludable, aceptable, asequible y accesible. Es 
deber del Estado garantizar estos derechos para las actuales y futuras 
generaciones.  

(Inciso segundo) El Estado velará por la satisfacción de este derecho 
atendiendo las necesidades de las personas en sus distintos contextos.”.  

 

 

Oficio N° 752, de la Sesión 95ª del 4 de mayo de 2022 

El Oficio N° 752, comprende 9 artículos, que se dividen en: un artículo sobre 
sobre los derechos fundamentales (Artículo 1); un artículo sobre financiamiento 
de los derechos fundamentales (Artículos 4); un artículo sobre los derechos de 
los detenidos (Artículo 10); un artículo sobre derecho a la autonomía y al libre 
desarrollo de la personalidad (Artículo 13); un artículo sobre derechos sexuales 
y reproductivos (Artículo 16); un artículo sobre derechos a indemnización por el 
justo precio del bien expropiado (Artículo 20); un artículo sobre derecho a las 
tierras, territorios y recursos (Artículo 21); un artículo sobre derecho de 
asociación (Artículo 45); y un artículo sobre derechos de las personas chilenas 
en el exterior (Artículo 47). 

 

Artículo 1.- Sobre los Derechos Fundamentales. Los derechos 
fundamentales son inherentes a la persona humana, universales, 

inalienables, indivisibles e interdependientes.  

El pleno ejercicio de estos derechos es esencial para la vida digna de las 
personas y los pueblos, la democracia, la paz y el equilibrio de la 
Naturaleza.  
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Artículo 4.- Financiamiento de los derechos fundamentales. El 
financiamiento de las prestaciones estatales vinculadas al ejercicio de los 
derechos fundamentales propenderá a la progresividad.  

 

Artículo 10.- [Derecho de los detenidos] (inciso segundo) Ninguna 
persona puede ser arrestada o detenida sino por orden judicial, salvo que 
fuera sorprendida en delito flagrante. 

(Inciso tercero) La persona arrestada o detenida deberá ser puesta a 
disposición del tribunal competente en un plazo máximo de veinticuatro 

horas. Se le deberán informar de manera inmediata y comprensible sus 
derechos y los motivos de la privación de su libertad. Además, tendrá 
derecho a comunicarse con su abogado o quien estime pertinente.  

(Inciso cuarto) Ninguna persona puede ser arrestada o detenida, sujeta a 
prisión preventiva o presa, sino en su domicilio o en los lugares públicos 
destinados a este objeto. Su ingreso deberá constar en un registro público. 

(Inciso sexto) No existirá la detención por deudas, salvo en caso de 
incumplimiento de deberes alimentarios. 

 

Artículo 13.- (inciso primero) Derecho a la autonomía y al libre 
desarrollo de la personalidad. Toda persona tiene derecho a su 
autonomía personal, al libre desarrollo de la personalidad, identidad y de 

sus proyectos de vida.  

 

Artículo 16.- [Derecho sexuales y reproductivos] (inciso tercero) El 
Estado reconoce y garantiza el derecho de las personas a beneficiarse del 
progreso científico para ejercer de manera libre, autónoma y no 
discriminatoria, sus derechos sexuales y reproductivos. La ley regulará el 
ejercicio de estos derechos. 

 

Artículo 20.- [Derecho a indemnización por el justo precio del bien 
expropiado] (inciso segundo) El propietario siempre tendrá derecho a que 
se le indemnice por el justo precio del bien expropiado.  

(Inciso tercero) El pago deberá efectuarse de forma previa a la toma de 
posesión material del bien expropiado y la persona expropiada siempre 
podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio, así como del monto 
y modalidad de pago ante los tribunales que determine la ley.  

(Inciso nuevo) Cualquiera sea la causa invocada para llevar a cabo la 
expropiación siempre deberá estar debidamente fundada.  

 

Artículo 21. Derecho a las tierras, territorios y recursos. El Estado 
reconoce y garantiza conforme a la Constitución, el derecho de los pueblos 
y naciones indígenas a sus tierras, territorios y recursos.  

La propiedad de las tierras indígenas goza de especial protección. El Estado 
establecerá instrumentos jurídicos eficaces para su catastro, 
regularización, demarcación, titulación, reparación y restitución.  
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La restitución constituye un mecanismo preferente de reparación, de 
utilidad pública e interés general. 

Conforme a la constitución y la ley, los pueblos y naciones indígenas tienen 

derecho a utilizar los recursos que tradicionalmente han usado u ocupado, 
que se encuentran en sus territorios y sean indispensables para su 
existencia colectiva.  

 

Artículo 45.- (inciso primero) Derecho de asociación. Todas las 
personas tienen derecho a asociarse, sin permiso previo.  

(Inciso cuarto, pasa a ser quinto) La ley podrá imponer restricciones 
específicas al ejercicio de este derecho respecto de las policías y fuerzas 
armadas.  

 

Artículo 47.- (inciso primero) Derechos de las personas chilenas en 

el exterior. Las personas chilenas que se encuentren en el exterior forman 
parte de la comunidad política del país.  

(Inciso final, nuevo) En caso de crisis humanitaria y demás situaciones que 
determine la ley, el Estado asegurará la reunificación familiar y el retorno 
voluntario al territorio nacional. 
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C. Comisión de Medio Ambiente, Derechos de la Naturaleza, Bienes 

Naturales Comunes 

Esta Comisión ha evacuado dos oficios: el primero es el Oficio N° 710, 

correspondiente a la sesión 84ª del 18 de abril de 2022, y el segundo Oficio N° 
756, correspondientes a la sesión 98ª del 7 de mayo de 2022.  

 

Oficio N° 710, de la Sesión 84ª del 18 de abril de 2022 

El Oficio N° 710, cuenta de solo dos artículos, el primero que corresponde al 
Artículo 12 (letras A, B, C y D) sobre bienes comunes y el Artículo 19 sobre 
acceso responsable a la naturaleza de la propuesta de Constitución. 

[Bienes Comunes] 

Artículo 12 A.- Son bienes comunes naturales el mar territorial y su fondo 
marino; las playas; las aguas, glaciares y humedales; los campos 
geotérmicos; el aire y la atmósfera; la alta montaña, las áreas protegidas 

y los bosques nativos; el subsuelo, y los demás que declaren la Constitución 
y la ley.  

Entre estos bienes son inapropiables el agua en todos sus estados y el aire, 
los reconocidos por el derecho internacional y los que la Constitución o las 
leyes declaren como tales.  

Artículo 12 B.- Tratándose de los bienes comunes naturales que sean 

inapropiables, el Estado deberá preservarlos, conservarlos y, en su caso, 
restaurarlos. Deberá, asimismo, administrarlos de forma democrática, 
solidaria, participativa y equitativa.  

Respecto de aquellos bienes comunes naturales que se encuentren en el 
dominio privado, el deber de custodia del Estado implica la facultad de 
regular su uso y goce, con las finalidades establecidas en el artículo 

primero.  

Artículo 12 C.- Cualquier persona podrá exigir el cumplimiento de los 
deberes constitucionales de custodia de los bienes comunes naturales. La 
ley determinará el procedimiento y los requisitos de esta acción.  

Artículo 12 D.- El Estado podrá otorgar autorizaciones administrativas 
para el uso de los bienes comunes naturales inapropiables, conforme a la 

ley, de manera temporal, sujeto a causales de caducidad, extinción y 
revocación, con obligaciones específicas de conservación, justificadas en el 
interés público, la protección de la naturaleza y el beneficio colectivo. Estas 
autorizaciones, ya sean individuales o colectivas, no generan derechos de 
propiedad.  

 

Artículo 19.- Acceso responsable a la Naturaleza. Se reconoce a todas 
las personas el derecho de acceso responsable y universal a las montañas, 
riberas de ríos, mar, playas, lagos, lagunas y humedales, entre otros que 
defina la ley.  

(Inciso tercero) La ley regulará el ejercicio de este derecho, las obligaciones 
de los propietarios aledaños y el régimen de responsabilidad aplicable, 
entre otros. 
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Oficio N° 756, de la Sesión 98ª del 07 de mayo de 2022 

El Oficio N° 756, está formado por 16 artículos, los que están divididos en: 
cinco artículos que conforman el Estatuto constitucional de las aguas, que 
comprende 8 artículos (Artículos 1, 2, 3, 4, y artículo nuevo); un artículo sobre 
los humedales, bosques nativos y suelos (Artículo 13); un artículo sobre las Áreas 
Protegidas (Artículo 14); un artículo sobre seguridad alimentaria (Artículo 17); 
dos artículos que conforman el Estatuto constitucional de los minerales (Artículos 

22 y 23); y seis artículos sobre la participación del Estado en el economía y el 
cuidado del medio ambiente (Artículos 32, 34, 43, 47, 48 y 49).  

 

Estatuto Constitucional de las Aguas  

Artículo 1.- El Estado debe proteger las aguas, en todos sus estados y 

fases, y su ciclo hidrológico. El agua es esencial para la vida y el ejercicio 
de los derechos humanos y de la Naturaleza.  

Siempre prevalecerá́ el ejercicio del derecho humano al agua, el 
saneamiento y el equilibrio de los ecosistemas. La ley determinará los 
demás usos.  

Artículo 2.- El Estado velará por un uso razonable de las aguas. Las 

autorizaciones de uso de agua serán otorgadas por la Agencia Nacional de 
Aguas, de carácter incomerciable, concedidas basándose en la 
disponibilidad efectiva de las aguas, y obligarán al titular al uso que justifica 
su otorgamiento.  

Artículo 3.- El Estado asegurará un sistema de gobernanza de las aguas 
participativo y descentralizado, a través del manejo integrado de cuencas, 

y siendo la cuenca hidrográfica la unidad mínima de gestión. 

Los Consejos de Cuenca serán los responsables de la administración de las 
aguas, sin perjuicio de la supervigilancia y demás atribuciones de la 
Agencia Nacional de las Aguas y otras instituciones competentes.  

La ley regulará las atribuciones, funcionamiento y composición de los 
Consejos. Esta deberá considerar, a lo menos, la presencia de los titulares 

de autorizaciones de aguas, la sociedad civil y las entidades territoriales 
con presencia en la respectiva cuenca, velando que ningún actor pueda 
alcanzar el control por sí solo.  

Los Consejos podrán coordinarse y asociarse cuando sea pertinente. En 
aquellos casos en que no se constituya un Consejo, la administración será 
determinada por la Agencia Nacional de Agua.  

Artículo 4.- La Constitución reconoce a los pueblos y naciones indígenas 
el uso tradicional de las aguas situadas en autonomías territoriales 
indígenas o territorios indígenas. Es deber del Estado garantizar su 
protección, integridad y abastecimiento, en conformidad a la Constitución 
y la ley.  

Artículo nuevo.- Los bienes comunes naturales son elementos o 
componentes de la Naturaleza sobre los cuales el Estado tiene un deber 
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especial de custodia con el fin de asegurar los derechos de la Naturaleza y 
el interés de las generaciones presentes y futuras.  

 

Artículo 13.- De los humedales, bosques nativos y suelos. El Estado, 
como custodio de los humedales, bosques nativos y suelos, asegurará la 
integridad de estos ecosistemas, sus funciones, procesos y conectividad 
hídrica.  

 

Artículo 14.- De las Áreas Protegidas. El Estado, a través de un sistema 
nacional de áreas protegidas, único, integral y de carácter técnico deberá 
garantizar la preservación, restauración y la conservación de espacios 
naturales. Asimismo, deberá monitorear y mantener información 
actualizada relativa a los atributos de dichas áreas, y garantizar la 
participación de las comunidades locales y entidades territoriales.  

 

Artículo 17.- [Seguridad Alimentaria] Es deber del Estado asegurar la 
soberanía y seguridad alimentaria. Para esto promoverá la producción, 
distribución y consumo de alimentos que garanticen el derecho a la 
alimentación sana y adecuada, el comercio justo y sistemas alimentarios 
ecológicamente responsables. 

 

Estatuto constitucional de los minerales  

Artículo 22.- El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e 
imprescriptible de todas las minas y las sustancias minerales, metálicas, 
no metálicas, y los depósitos de sustancias fósiles e hidrocarburos 
existentes en el territorio nacional, sin perjuicio de la propiedad sobre los 

terrenos en que estuvieren situadas.  

La exploración, explotación y aprovechamiento de estas sustancias se 
sujetará a una regulación que considere su carácter finito, no renovable, 
de interés público intergeneracional y la protección ambiental.  

Artículo 23.- El Estado establecerá una política para la actividad minera y 
su encadenamiento productivo, la que considerará, a lo menos, la 

protección ambiental y social, la innovación, la generación de valor 
agregado, el acceso y uso de tecnología y la protección de la pequeña 
minería y pirquineros.  

 

[Participación del Estado en la economía y el cuidado del medio 
ambiente] 

Artículo 32.- El Estado participa en la economía para cumplir con los 
objetivos establecidos en esta Constitución.  

El rol económico del Estado se fundará, de manera coordinada y coherente, 
en los principios y objetivos económicos de solidaridad, diversificación 
productiva, economía social y solidaria y pluralismo económico.  
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El Estado regula, fiscaliza, fomenta y desarrolla actividades económicas, 
disponiendo de sus potestades públicas, en el marco de sus atribuciones y 
competencias, en conformidad a lo establecido en esta Constitución y la 

ley.  

El Estado fomentará la innovación, los mercados locales, los circuitos cortos 
y la economía circular.  

Artículo 34.- El Estado tendrá iniciativa pública en la actividad económica. 
Para ello, podrá desarrollar actividades empresariales, las que podrán 
adoptar diversas formas de propiedad, gestión y organización según 

determine la normativa respectiva.  

Las empresas públicas se deberán crear por ley y se regirán por el régimen 
jurídico que ésta determine.  

Sin perjuicio de esto, en lo pertinente, serán aplicables las normas de 
derecho público sobre probidad y rendición de cuentas.  

Artículo 43.- El Estado debe prevenir y sancionar los abusos en los 

mercados.  

Artículo 47.- Todas las personas tienen el derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado. El Estado debe garantizar este derecho.  

Artículo 48.- El Estado garantiza el acceso a la justicia ambiental.  

Artículo 49.- Todas las personas tienen el derecho al aire limpio durante 

todo el ciclo de vida, en la forma que determine la ley. 




